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El derecho al nombre de las personas humanas en el Proyecto de reforma y unificación de los Códigos Civil y Comercial
Introducción
El presente trabajo tiene como finalidad introducir algunas observaciones respecto a la redacción de algunos de los artículos insertos en el Libro I, Capítulo 4, referidos al nombre de las personas humanas.

Estas apreciaciones serán explicadas de manera muy puntual y concisa, a efectos de colaborar con las exigencias temporales de quienes están trabajando en el análisis de este proyecto legislativo, sin perjuicio de las ampliaciones que pudieran acercarse a los legisladores, ya sea en oportunidad de la defensa oral en la audiencia pública como así también en cualquier otra instancia que sea requerida.
Exégesis
En primer lugar, corresponde resaltar lo acertado de la inclusión de los artículos que refieren al nombre de las personas humanas dentro del cuerpo normativo constituye este código civil, a diferencia del tratamiento que hasta el momento tiene esta temática a través de una ley “complementaria”. 
En cuanto a la terminología empleada, también vemos muy valiosa la diferenciación entre el uso de las palabras “prenombre” y “apellido”, distinguiéndolas como las dos partes que componen el “nombre” de las personas humanas. Si bien las prácticas no traen problemas relacionados con estas dos partes integrantes del nombre, es correcto que la reforma sirva para mejorar la técnica legislativa empleada hasta el momento. Esta clarificación colabora con los fines pedagógicos y la voluntad de los autores del proyecto de crear una norma que sea comprensible no solo para aquellos que tienen formación jurídica sino también para sus destinatarios.
El artículo 63 toma de manera adecuada la realidad actual en cuanto a cómo se produce la inscripción de los prenombres en los registros civiles, eliminándose restricciones que la costumbre viene derogando desde hace varios años (por ejemplo, elimina la prohibición del uso de nombres extranjeros que se encuentran castellanizados, práctica de uso habitual en nuestros días). La eliminación de estas restricciones permite que se reconozca, en la práctica cotidiana, el mismo derecho a personas que habitan distintas zonas del país, puesto a que no deja librado al criterio de los integrantes de los registros civiles la aceptación o rechazo de un nombre, de acuerdo a su interpretación más restrictiva o amplia de la ley.

La única crítica que se le puede hacer a la redacción de este artículo, que se vincula con esta observación de minimizar la mirada del agente del Registro versa sobre la indicación de que inserta en el inc. b) de la norma: “no pueden inscribirse (…) primeros prenombres idénticos a primeros prenombres de hermanos vivos”, debiéndose especificar que sí se puede cuando se trata del “uso de prenombres compuestos”.
El artículo 64 genera un cambio absolutamente positivo en cuanto faculta a que los hijos lleven, indistintamente, el apellido de la madre o del padre. Esto aleja la figura de la familia patriarcal, respeta los derechos de las mujeres a tener el mismo tratamiento que los hombre en las cuestiones de familia (conf. CEDAW) y elimina el trato discriminatorio que hasta el momento tienen las mujeres. Por lo tanto, queda claro que esta modificación enrola a este derecho de los hijos en los lineamientos constitucionales y de derechos humanos que impone nuestra legislación vigente.
Por su parte, observamos que esta medida es inclusiva de otras conformaciones familiares (recordamos la amplitud de “familias” que comprende el principio de protección integral consagrado en nuestra Constitución Nacional en el art. 14 bis), respetándose el derecho a la identidad familiar, en especial, de las familias monoparentales a cargo de madres solas. De acuerdo a la legislación actual, los hijos sin padres reconocientes sufren el estigma de llevar el apellido de su madre, identificándolos rápidamente en el contexto social como “hijos no reconocidos”; también lo sufren aquellos hijos que tienen un padre ausente y ven quebrantado el reconocimiento social de su identidad grupal al carecer de un “nombre de familia” que unifique y legitime socialmente a su tipo familiar.
No  obstante, vemos que este respeto a la identidad familiar, a través del uso del apellido, quedaría mejor resguardado si se impusiera el uso del apellido de los dos padres o madres. Así, todos los hijos se encontrarían inscriptos con su apellido materno, confundiéndose a quienes no tienen un padre reconociente y viven en hogares monoparentales, los de progenitor ausente compartirían uno de sus apellidos con el padre o madre con quien conviven, generándose esta identidad familiar antes mencionada y, por último, queda legitimada socialmente la familia ensamblada, por cuando los medio hermanos van a compartir, necesariamente, uno de sus apellidos, generándose una vinculación a nivel social que, al igual que indicábamos respecto de las familias monoparentales, es sumamente útil para la legitimación social de este tipo familiar que crece día tras día.
En la práctica, vemos con mayor frecuencia el uso del doble apellido y en algunos registros del país se ha implementado la recomendación a los padres para que inscriban al hijo con esta modalidad. En definitiva, su uso, a través de la costumbre también es útil para la efectivización de los derechos antes mencionados y, seguramente, esto se hará más habitual gracias a este avance del proyecto al poner en pie de igualdad el derecho de los dos padres en relación al apellido que llevarán sus hijos. 
En cuanto a la forma de resolver qué apellido debe inscribirse primero, en caso de desacuerdo de los padres (matrimoniales o extramatrimoniales que se acercan a inscribir el niño en forma conjunta), la adoptada por el proyecto resulta ser la solución que mejor resguarda el derecho a la igualdad de trato y no discriminación, pese a que pueda ser criticada por parecer demasiado coloquial y poco jurídica, motivo por el cual considero importante que se mantenga de la forma que está contemplado el sorteo que deberá realizar el empleado del Registro Civil en caso de desacuerdo entre los padres/madres. Esta solución se aleja de la otorgada por la ley 26.618 cuando dispone que en caso de controversia se tendrá al orden alfabético, puesto que también queda alterada la igualdad, otorgándose una ventaja a quien se encuentra primero en este orden. 
Es decir, la mejor solución que nos aporta la reforma en este tema del apellido de los hijos es que se inscriban aleatoriamente cualquiera de los dos, sin orden de preferencia, ya se a través del acuerdo de partes o por sorteo realizado al momento de la inscripción.
En referencia al apellido del hijo extramatrimonial reconocido tardíamente por uno de sus padres, el texto propuesto (artículo 64, último párrafo) prescribe que el hijo llevará al apellido de quien lo inscribe y si el reconocimiento del otro padre es posterior y no se ponen de acuerdo entre ellos sobre este aspecto, deberán concurrir al juez para que determine si lleva inscripto el apellido de uno o de otro. Como vemos, acá hay un enfoque a aquellos casos de reconocimiento tardío por parte del padre en donde, con la ley vigente, al hijo se le modifica su apellido y, por ende, se altera su identidad, de manera inmediata y automática desde que se produce este reconocimiento, vulnerándose derechos fundamentales de estos niños o adultos que con este proyecto se ven resguardados. Sin perjuicio de estas situaciones, también es muy frecuente que el padre se acerque a hacer el reconocimiento de manera tardía, pero con una demora tan breve que no se ve afectada la identidad del niño y, por consiguiente, no se justifica la intervención judicial para entender en estos casos. Consideramos lógico que se determine un plazo dentro del cual no se vea afectada la identidad del hijo en caso de ser reconocido tardíamente por su otro padre o madre. A estos fines, proponemos que cuando el reconocimiento del hijo inscripto por el otro progenitor se realiza dentro de los dos (2) años de su nacimiento, corresponderá que la elección del apellido y su orden sea elegido mediante sorteo a realizarse en el Registro Civil. Es dable destacar que este escenario encontraría rápida solución si se obligara a la inscripción con los dos apellidos, ya sea a través de la imposición legal o la práctica habitual en los registros civiles. 
El artículo 67 trata el tema del apellido entre los cónyuges. Este tema que en algún momento tenía una relevancia jurídica de importancia, en la actualidad no guarda la misma impronta debido a que a partir de la ley de divorcio vincular se impuso el uso optativo para la mujer casada del apellido del marido y, con el paso del tiempo, dejó de admitirse el uso del apellido marital para la realización de trámites y para la identificación de las mujeres casadas en la documentación emitida por el Estado. Por lo tanto, en la actualidad el único tema que se vincula con esto es el social, motivo por el cual vemos con acierto la amplitud que otorga esta norma, dejando librado a quienes conforman la pareja conyugal el modo con el que se van a presentar frente a la sociedad. De este modo se elimina el tinte discriminatorio de la mujer en una relación heterosexual, la desigualdad entre las opciones que tienen hasta el momento los matrimonios homosexuales frente a los heterosexuales, y la relación de subordinación que implica el uso “de”, para algunos sectores.
Resta agregar que esta finalidad, meramente social que no producir efectos jurídicos, que tiene el uso del apellido del cónyuge, también podría haberse extendido a las uniones convivenciales extramatrimoniales, puesto que si el apellido únicamente refleja la existencia de una relación como pareja afectiva entre dos personas, y la ley también podría facultar su uso entre miembros de la pareja que no tienen su partida de matrimonio. Esta decisión sería otra forma más de reconocer legislativamente a las uniones convivenciales, las que tienen la misma jerarquía de protección que las matrimoniales.
El artículo 68 se refiere al prenombre del hijo adoptado y remite a lo regulado en el artículo 623. Sobre este aspecto, es buena la observación del autor del proyecto en cuanto preserva la identidad del hijo adoptado al disponer que “El prenombre del adoptado debe ser respetado”, pudiendo modificarse de manera excepcional y por razones fundadas. Esto responde a la existencia de casos en que se adopta a niños que ya tienen formada su identidad con un prenombre y los padres adoptivos lo modifican para que lleve uno que sea de su mayor agrado, situación que puede vulnerar derechos del adoptado. 

El artículo 69 trata el tema de la modificación del nombre y el artículo 70 describe el proceso judicial hacer viable este derecho. Si bien se observa una apertura respecto al régimen actual argentino, el proyecto continúa manteniendo una línea muy rígida para la modificación del nombre, a diferencia a lo que ocurre en otras legislaciones del derecho comparado e, incluso, con lo dispuesto en la ley de identidad de género, recientemente sancionada en Argentina (ley 26.743). 
En este aspecto, nuestra legislación vigente (ley 18.248) está signada por el principio de inmutabilidad del nombre
, el que se lo vincula estrechamente con la seguridad jurídica. La actual ley de identidad de género rompe con esta relación al reconocer que la seguridad jurídica (vista desde la individualización estatal y social de los ciudadanos) no se vincula con el uso del prenombre y la imagen inserta en el documento sino que, en virtud de la identidad dinámica, hay una escisión entre ambos, quebrándose el paradigma que hasta ahora marcaba la ley 18.248. Por consiguiente, el derecho a la identidad de la persona, desde el punto de vista del reconocimiento de sí mismo (“autopercepción”, en los términos de la ley de identidad de género), es suficiente justificación para que todas las personas puedan modificar su prenombre sin que el Estado controle su viabilidad a través de los organismos judiciales. Debe entenderse que una persona se percibe de un modo distinto a lo que indica su documentación personal no solo en aquellos supuestos en que se diferencia en su género sino también cuando se identifica a sí mismo con un nombre diferente al impuesto en su inscripción registral, y así se lo hace saber al resto de la sociedad en donde interactúa (por ejemplo, cuando una persona decide no usar su primer nombre y adoptan el segundo o uno diferente y así se hace llamar por sus conocidos, muchos de los cuales desconocen la existencia de otra identificación).
Respecto de la seguridad jurídica, lo único que diremos en esta breve ponencia,  es que es claro que hoy en día el Estado tiene otras formas de identificar a sus ciudadanos, sin necesidad de inmovilizar sus nombres en sus registros. Esta situación ha quedado plasmada en la ley de identidad de género, en la cual se indica que con esta finalidad de identificación el Estado mantendrá el número de documento de las personas y, a través de este dato numérico, brindará la seguridad jurídica necesaria para garantizar el cumplimiento de los deberes de cada habitante.
Por lo tanto, si existe flexibilidad de este principio de inmutabilidad en aquellos casos en que las personas se autoperciben con un género distinto al identificado en su documentación, corresponde –con idéntico alcance- reconocer este derecho a quienes se autoperciben con un nombre distinto al que tienen en su documentación estatal. Este trato distintivo entre unos ciudadanos y otros (que existe con las leyes vigentes) podría ser morigerado a través de otorgar a todos la misma posibilidad para cambiar su prenombre.
Nótese la importancia que tuvo la ley de identidad de género (sancionada después de la elaboración del anteproyecto de reforma en análisis) respecto a este principio de inmutabilidad que hasta el momento regía el derecho al nombre en el derecho argentino. Esto generó un estándar superador que por aplicación del principio constitucional de no regresividad de los derechos no puede disminuirse y, por aplicación del principio de progresividad debe extenderse su prerrogativa hacia otros supuestos, ya sea en esta oportunidad de reforma legislativa o bien en un futuro, posiblemente cercano. Es decir, la ley debería facultad a todas las personas la posibilidad de modificar su prenombre, reproduciéndose el régimen que ha implementado la ley 26.743 (incluido el previsto para los menores de edad).
Asimismo, sería beneficioso flexibilizar también la mutación de los apellidos, al menos para aquellos supuestos en que se decide usar el apellido del otro progenitor, intercambiar el orden de los apellidos de los padres o madres o bien adicionar el apellido del otro progenitor (sean hijos de personas del mismo o distinto sexo).
Tanto para la modificación del nombre y del apellido que aquí se propone, sin intervención judicial, deberá dejarse aclarado en la ley que solo podrá utilizarse este mecanismo una sola vez, debiéndose recurrir al sistema judicial si se pretende hacer una segunda mutación.
Conclusiones
En resumen, podemos afirmar que la reforma propuesta adecua el derecho al nombre de las personas humanas de un modo superador respecto del régimen vigente, motivo por el cual el Honorable Congreso de la Nación debe procurar que estos cambios propuestos se transformen en ley.

Podemos enumerar, sintéticamente, sus aspectos más positivos:

· Inclusión de las normas que regulan el nombre de las personas humanas en el LIBRO PRIMERO del Código Civil y Comercial.
· La eliminación de las restricciones para la inscripción de prenombres, adecuándose a los cambios sociales que se observan en la actualidad (por ejemplo, la autorización de inscribir nombres extranjeros).
· Los hijos pueden llevar, indistintamente, el apellido de cualquiera de sus padres/madres, sin ningún orden preferente.

· Ante la falta de acuerdo entre los padres para definir con qué apellido inscribirlo, que sea elegido azarosamente por el Registro Civil.

· El uso optativo y recíproco del apellido conyugal, antecedido o no de la preposición “de”.
· El prenombre del hijo o hija adoptados debe ser respetado, salvo excepciones fundadas, previstas en resguardo al derecho a la identidad.

Por su parte, hay dos aspectos que bien pueden ser introducidos en la reforma actual o ser tenidos en cuenta para futuras reformas legislativas:

· La obligación legal reinscribir a los hijos con el apellido de sus dos progenitores o el doble apellido del único progenitor que lo hubiera reconocido, situación que beneficia especialmente a las familias ensambladas y monoparentales con un padre o madre ausente. Destacamos nuevamente que este uso puede ser (y de hecho lo es en varias provincias) implementado a través de la costumbre, ya que no hay contradicción alguna con la manda legal.
· Asimilar el mecanismo para la modificación del prenombre que está instaurado en la ley de Identidad de Género a todas las personas que se autoperciban con un prenombre diferente al de su inscripción registral.
Más allá del tema presentado en esta ocasión, es preciso mencionar que la reforma integral que se está analizando esta Comisión Bicameral es un paso adelante en materia de protección de derechos civiles de los ciudadanos argentinos, motivo por el cual apoyamos y peticionamos, desde los ámbitos académicos y profesionales, su pronta sanción.
Abog. Moira Revsin
General Roca, Río Negro
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� El derecho al nombre de las personas físicas es un tema que ha sido poco desarrollado por la doctrina jurídica. Existe una sola obra completa y abarcativa de esta temática, de autoría del jurista Adolfo Pliner (El nombre de las personas, Ed. Astrea), cuya primera edición data del año 1966, momento histórico en el cual el desarrollo del derecho a la identidad tenía un contenido diferente al que se concibe en la actualidad y con ello se observa una férrea relación entre el nombre, la identificación de las personas, la identidad y la seguridad jurídica, cuya ponderación hacía primar la inmutabilidad del nombre por encima de la identidad “autopercibida”.





